	Fecha
	28 de enero de 1963
	Sesión número
	6

	Motivo: Amparo

	Recurrente: SERGIO QUIRÓS VILLALOBOS

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que fue notificado sobre una orden del Gobernador en la que les ordenan arbitrariamente desalojar esa casa porque iban a proceder a sellarla por estar funcionando sin patente. Que se procedió a sellar 4 habitaciones que se encontraban desocupadas. Que su casa todo el tiempo ha sido una morada de paz y tranquilidad.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ordenó sellar un negocio por carecer de la patente correspondiente para operar como pensión, y porque el uso que da a esa casa es contrario a las buenas costumbres. Que actuó con base en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El proceder del recurrido no ha sido arbitrario, y por el contrario ha cumplido con las obligaciones que le imponían los artículos 42 de la Hacienda Municipal, 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario. 


N° 6
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiocho de enero de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández, Jiménez y Jugo. 

Artículo VI
También se conoció el recurso de Amparo establecido por el señor Sergio Quirós Villalobos contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en el cual el recurrente alega: “El martes 15 de enero, de regreso a mi hogar, a la hora del almuerzo, cual no fue mi sorpresa, al ser notificado por mi señora que había llegado una orden del Gobernador de la Provincia de San José que decía que nos daban hasta las 2 de la tarde de ese mismo día para desalojar esa casa porque iban a proceder a sellarla, por estar funcionando sin patente; a pesar de mis pocos conocimientos de Derecho la orden me pareció arbitraria, toda vez, que si bien es cierto que el subarriendo da lugar al desahucio de acuerdo con la ley, salvo que se haya pactado entre el arrendatario y el propietario; pero esto es un asunto entre arrendante y su arrendatario, cosa muy ajena a la administración pública. Mi preocupación fue tan grande, pues asimismo se nos advertía que todas las personas debían desalojar la casa, cosa que era imposible ya que la gente subarrendatarios míos, tenían niñitos de muy corta edad además de encontrarse en una situación económica precaria incapaz de pagar un lugar más caro, lo que me movió a consultar con un profesional, quien mediante su intervención logró evitar que sellaran la entrada principal de la casa, pero procediendo siempre a sellar 4 habitaciones que se encontraban desocupadas, de las cuales dos de ellas no tenían siquiera camas y de las otras dos una pertenecía al trabajador de la Compañía Steel Augusto Avellán que pereciera recientemente en el accidente del Río Virilla motivo por el cual se encontraba vacía, y la otra perteneciente a Yolanda Barquero Mora, que por sus costumbres antisociales me vi obligado a hacerla desalojar, ya que mi casa todo el tiempo ha sido una morada de paz y tranquilidad, muy humilde pero eso si no permito el desorden ni el mal ejemplo, todo lo contrario solamente trabajadores humildes, pero ciudadanos honestos y de buen vivir, que yo he sabido escoger para que así reine la armonía en mi casa.  La señora Yolanda Barquero Mora, en autos conocida de antecedentes de muy baja reputación, se quejó, porque con todo el mundo tiene problemas, de que había tenido dificultades con el inspector de espectáculos públicos señor Carmelo Mora, subalterno del Gobernador de la Provincia de San José Fernando Figuls Quirós, pues aquel le había hecho proposiciones y como ella no aceptó, la amenazó con no dejarla en paz en su trabajo, acusación que consta en autos ante expediente que se tramita ante la Gobernación de San José, así como de renuncia de esta acusación.- La citada Yolanda, mujer de vida fácil, oficialmente reconocida, al ser puesta en conocimiento de que dicho incidente le traería a la postre graves dificultades con dicho inspector, optó por retractarse de dicha queja, y aprovechar la oportunidad para vengarse de mí por una acusación que le plantee yo, por escándalo e inmoralidad en mi casa, incidente este que anteriormente he citado, y decir que esa acusación hecha por ella al Inspector Mora era por consejo mío, para así ponerme en malas con el mencionado Inspector; este hecho, provocó en el Inspector Mora la ira y la sed de venganza contra mi persona, pues la tal Yolanda por venganza conmigo le hizo creer al Inspector que la culpa de la acusación hecha por ella era por mí (esto  también aparece en el expediente establecido ante el Gobernador).  Repitiendo todo esto hizo que el Inspector se ensañara contra mí hasta lograr del señor Gobernador la orden para allanar mi casa y proceder a sellar los citados cuartos y prevenirme de que debo desalojarla cuanto antes posible.  Con base en los hechos expuestos y fundamento del artículo 48 de la Constitución Política y la Ley de Amparo, vengo a formular el correspondiente recurso para que cese la arbitrariedad y se me ponga en posesión de los cuartos sellados así como de que se me deje en paz para poder trabajar libremente y que mis subarrendatarios puedan seguir ocupando sus cuartos como lo han venido haciendo con sus señoras y así como de sus pobres chiquitos que no tienen nada que pagar, por culpa del medio, y el destino que desde que han sido concebidos se ha tornado duro y cruel con ellos.- Con fe en Dios y con la esperanza de que ese honorable Tribunal acoja esta petición de justicia de la mejor manera he de decir que estoy dispuesto a comparecer en cualquier momento y hacerle frente a cualquier argumento presentado por esos que abusan cuando se encuentran con una función que es una delegación del pueblo.”

El señor Gobernador evacuó su informe así: “Recibí información de un Inspector de Establecimientos Comerciales, que acompaño, en el sentido de que el señor Quirós Villalobos destina una propiedad sita 50 varas al sur de La Prensa Libre, en esta ciudad a pensión; que el uso que da a esa casa es contrario a las buenas costumbres, y fundamentalmente que no tiene patente municipal, para operar el negocio de pensión.  Para obtener una patente municipal para pensión, en conformidad con la tarifa aprobada dese el año 1935, el interesado debe presentar una solicitud a la Municipalidad, y la Gobernación tiene que observar que la construcción que se pretende dedicar a esos fines cumpla con los requisitos que ordena la Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública, y la Ingeniería Municipal, oficinas que autorizan los planos correspondientes.  Debe además pagar el interesado la patente aludida.-  Ahora bien, el señor Quirós, no tiene permiso municipal, ni de salubridad pública para comerciar con una pensión, y ese motivo, por sí solo es suficiente para que se impida tal actividad en la citada propiedad.  A lo anterior hay que agregar el inconveniente que es el que en dicha pensión, que funciona ilícitamente, se dediquen cuartos para fines contrarios a la moral.-  No ordené el desalojo al recurrente, sino que en conformidad con lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley de Hacienda Municipal, ordené sellar un negocio, por carecer de la correspondiente patente limitando la orden a 4 cuartos que estaban desocupados.  Actué también con base en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales.  Gustoso ampliaré esta información, si es necesario, y puedo presentar certificaciones de las Oficinas correspondientes, para demostrar que el señor Quirós se encuentra operando contra la ley. Acompaño el informe aludido, declaración de un testigo que vivía en esa pensión y copia de la orden que impartí.”

El recurrente, en memorial presentado hoy, ofrece prueba testimonial, para demostrar al Tribunal que la orden de sellar algunas dependencias de su casa de habitación, es ilegal.


Discutido el caso, ampliamente, se acordó: rechazar la prueba propuesta, por extemporánea, y en cuanto al fondo del asunto, declarar sin lugar el presente recurso, por las siguientes razones:  El Gobernador de esta Provincia ordenó sellar cuatro cuartos del local a que se refiere este asunto, que destinaba el quejoso a pensión sin obtener la correspondiente autorización municipal y de la de Salubridad Pública, y sin pagar la patente de rigor; y  porque, fuera de funcionar sin cumplir con esos requisitos legales, lo dedicaba a alquilar cuartos para fines contrarios a la moral.  En consecuencia, el proceder de la mencionada autoridad administrativa no ha sido arbitrario, y por el contrario ha cumplido con las obligaciones que le imponían los artículos 42 de la Hacienda Municipal, 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario, sin que pueda estimarse que ese proceder sea violatorio del artículo 45 de la Constitución Política, ya que al quejoso no se le está privando del derecho de propiedad ni de alguno de sus atributos, y sólo se le ha impedido la explotación de un negocio ilícito, como lo es el de lenocinio.
